10
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO



66001-31-03-002-2009-00081-01
[image: image1.wmf] 

     

           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:
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Pereira, dieciocho de agosto de dos mil nueve
Radicación 66001-31-03-002-2009-00081-03
Decide la Sala mediante esta providencia el ordinario recurso de apelación que la parte demandante interpuso en término contra el auto de fecha 29 de abril del presente año, por medio del cual el Juzgado Segundo Civil del Circuito rechazó la demanda que la Compañía de Financiamiento Comercial Sufinanciamiento S.A.  presentó para promover proceso ejecutivo con acción mixta en contra de la sociedad Reencauchadora de Occidente Limitada y los señores Ernesto Rafael Burgos Dávila, Jorge Alberto Salazar López, Carlos Arturo García Orrego, Jorge Iván García Orrego y Edsel David Londoño Acuña.  Tal rechazo obedeció a que se consideró que el libelo no había sido debidamente corregido de las deficiencias que se habían puesto de presente en proveído del 31 de marzo pasado.
ANTECEDENTES DEL ASUNTO

En esa providencia se expresó que los últimos cuatro demandados habían limitado la cuantía de la obligación que adquirían, siendo el mayor valor $37.541.000,00, y sin embargo se solicitó mandamiento de pago en contra de todos ellos por la suma de $73.734.029,17, “situación que deberá clarificarse, pues estos no se obligaron en forma solidaria con Reencauchadora de Occidente Limitada por el monto total del crédito que respaldan sus prendas a favor de Sufinanciamiento”.  Se dijo también que debía aclararse “a qué tasa se liquidaron los intereses remuneratorios, para arrojar el monto de los $3.730.098,19 que se pretende cobrar”.  A renglón seguido se otorgó a la parte actora el término de cinco días para “que corrija la falencia anotada (sic)… so pena de rechazo”.

En la demanda a la que se alude efectivamente se solicitó que se librara mandamiento de pago a favor de la sociedad ejecutante y en contra de todos los demandados por la suma de $73.734.029,17 por concepto de capital contenido en el pagaré Nº 1048801, “suscrito por Reencauchadora de Occidente Limitada, Ernesto Rafael Burgos Dávila, y garantizado por los señores Jorge Alberto Salazar López, Carlos Arturo García Orrego, Jorge Iván García Orrego y Edsel David Londoño Acuña mediante contrato de prenda”, por $3.730.098,19 “por concepto de intereses remuneratorios y moratorios causados hasta la fecha de vencimiento de este pagaré y no pagados” y por los intereses de mora sobre el capital adeudado, liquidado a la tasa máxima legal autorizada por la Superintendencia Financiera de Colombia al momento del pago, a partir  del 4 de febrero de 2009.
Con dicho escrito se presentó el pagaré Nº 1048801, mediante el cual la sociedad ejecutada y el señor Ernesto Rafael Burgos Dávila se obligaron a pagar a la demandante las sumas de dinero descritas, así como los contratos de prenda que Reencauchadora de Occidente Ltda. y los demás demandados, excepto el señor Burgos Dávila, constituyeron sobre vehículos de su propiedad para garantizar las obligaciones que la primera adquiriera con Sufinanciamiento S.A. y en los que, en efecto, quedó expresa constancia de que las garantías prendarias eran hasta por determinadas sumas de dinero, así: Reencauchadora de Occidente Ltda. hasta $38.000.000,00; Carlos Arturo García Orrego hasta $37.541.000,00; Jorge Iván García Orrego hasta $28.000.000,00; Jorge Alberto Salazar López hasta $22.000.000,00 y Edsel David Londoño Acuña hasta $28.000.000,00.
En procura de subsanar la demanda, la parte actora modificó el capítulo de las pretensiones en el sentido de pedir la orden de pago únicamente en contra de las personas natural y jurídica que suscribieron el título valor allegado, e incluir una súplica adicional encaminada a que se dispusiera la venta de los bienes dados en prenda “de acuerdo a la suma máxima garantizada por cada uno de ellos, hasta concurrencia de los valores ejecutados en los numerales anteriores”.
Para concluir que la demanda no se había corregido y debía ser rechazada el a quo se limitó a expresar: “Con los documentos aportados se clarifica que solo se puede demandar ejecutivamente por el pagaré Nº 1048801 por valor de $73.734.029,17 a la demandada Reencauchadora de Occidente Ltda. y al señor RAFAEL ERNESTO BURGOS DÁVILA.  Con respecto a las obligaciones constituidas por los demás codemandados, estas deberán cobrarse por separado.  En consecuencia, no se subsanó la demanda”.
La apelación interpuesta contra esa decisión se sustentó en esta instancia con cita de los artículos 2410 y 2454 del Código Civil y 554 del Código de Procedimiento Civil, y pronunciamientos de la doctrina y la jurisprudencia sobre el litisconsorcio que en esta clase de procesos se conforma entre los deudores y los propietarios inscritos de los bienes objeto del gravamen real que se hace valer.

CONSIDERACIONES

Dos cuestiones resulta pertinente resaltar en primer lugar con miras a resolver este asunto: una, que si la posibilidad de darle curso a la acción ejecutiva dependiera del escrito de corrección que presentó la parte ejecutante con el fin de satisfacer lo pedido por el juzgado de conocimiento en el auto inadmisorio, forzosamente habría que confirmar el rechazo apelado; y, dos, que en verdad ha primado el desatino en las decisiones que el a quo ha tomado hasta ahora.  Esto último lo refleja por ejemplo, aparte de lo que enseguida se explicará, el que en el auto impugnado se hubiera dicho, sin respaldo, que “con respecto a las obligaciones constituidas por los demás codemandados, estas deberán cobrarse por separado”.  ¿A qué obligaciones se estaba haciendo alusión?  ¿Entiende el Juzgado Segundo Civil del Circuito que un contrato de prenda constituye o implica una obligación autónoma?  ¿Si no existe título ejecutivo suscrito por estos codemandados, con base en qué se podrían promover las acciones ejecutivas por separado?.
La observación hecha sobre el rechazo que habría que disponer de la demanda si darle curso dependiera del escrito de corrección, obedece a lo inaceptable que resulta que en un proceso en que se hace valer una garantía prendaria otorgada por terceros, la orden de pago no los vinculara a ellos, como debe ser según lo dispuesto por el numeral 1 del artículo 555 del Código de Procedimiento Civil, sino apenas a quienes aparecen como deudores en el título valor presentado.  Adicionalmente, en el mencionado escrito nada se explicó, como se pidió en el auto de inadmisión, sobre la tasa de interés aplicada para liquidar los intereses remuneratorios también pedidos en el mandamiento de pago.  Pero, como de acuerdo con las previsiones del artículo 85 ibídem, “la apelación del auto que rechaza la demanda comprende la de aquél que negó su admisión”, es del caso revisar de igual manera lo que allí se dispuso.
El artículo 2413 del Código Civil dispone: “La prenda puede constituirse no sólo por el deudor, sino por un tercero cualquiera que hace este servicio al deudor”.  Y sobre la materia escribe el doctor Guillermo Ochoa González:

“… Es de observar, sin embargo, que el constituyente de la prenda, fuera de su capacidad para obligarse, requiere capacidad de enajenar, es decir, debe ser propietario del bien.  Esto precisamente por el derecho real que la prenda genera sobre cosa ajena, y si de hecho se entrega un bien de otra persona en calidad de prenda, el dueño puede reclamarla y debe serle restituida,… No quiere decir lo anterior que no pueda un tercero distinto del deudor dar en prenda un bien suyo para garantía de una obligación ajena.  En resumen, el constituyente de la prenda debe ser el dueño del bien empeñado, aunque no sea el deudor mismo.” 
.
Sirva lo anterior para dejar definitivamente aclarado que, constando en forma expresa en los contratos de prenda suscritos por los codemandados que no firmaron el pagaré base de la ejecución, que dichas garantías las constituían respecto de las obligaciones a cargo de Reencauchadora de Occidente Ltda., es perfectamente admisible y procedente que esta acción los vincule como demandados, muy al contrario de lo dicho en el auto que rechazó la demanda en el sentido de que con el pagaré Nº 1048801 “sólo se puede demandar ejecutivamente” a quienes lo suscribieron, y que “las obligaciones constituidas por los demás codemandados –deben– cobrarse por separado”. 
De otro lado, el artículo 2455 del estatuto últimamente citado dispone lo que a continuación se transcribe en relación con la hipoteca, aplicable a la prenda dada la similitud sustancial de estas dos garantías reales: “La hipoteca podrá limitarse a una determinada suma, con tal que así se exprese inequívocamente…”, lo que explica con el siguiente ejemplo el tratadista César Gómez Estrada:

“La garantía representada por la hipoteca puede limitarse a un valor inferior al de la obligación garantizada, siempre que ello se exprese en el contrato en forma inequívoca y terminante.  Si la obligación principal vale $100.000,00, por ejemplo, en el contrato de hipoteca puede estipularse que esta se constituye para responder únicamente de la mitad de dicha obligación, es decir, hasta $50.000,00; por consiguiente, si en este caso se ejercita la acción hipotecaria y se remata el inmueble, del producto del remate no puede tomarse sino la suma de $50.000,00 para satisfacer la obligación principal.” 
.
Es la norma acabada de transcribir la que le da sustento a la limitación que el acreedor prendario puede estipular respecto de la garantía real que otorga, pero sus efectos están llamados a materializarse en la etapa procesal en la que realmente se ofrece pertinente aplicar la restricción impuesta, esto es, al momento de disponer del producto del remate de los bienes dados en prenda, cuando en el evento de que la subasta de uno de ellos se efectúe por un valor mayor al que su propietario se comprometió a garantizar, sólo podrá tomarse esta suma para pagar el crédito por el que se ejecutó.  Para el caso será en esa oportunidad, entonces, que el Juzgado de conocimiento deberá tener en cuenta el monto hasta el que cada acreedor prendario se obligó para proceder de la manera señalada porque, como va resultando obvio, tal limitante no está llamada a tener incidencia en los términos del mandamiento de pago, que sólo pueden estar determinados por la identificación del acreedor prendario y de los obligados ídem y, con especial énfasis, por el contenido del título valor presentado que, como exige el artículo 488 del estatuto procesal civil, debe constituir plena prueba contra los deudores y dar cuenta de una obligación clara, expresa y exigible en su contra, teniendo en cuenta que la exigencia de que provenga del deudor se relativiza en los procesos ejecutivos con título hipotecario o prendario, ya porque el deudor no sea actual propietario del bien gravado (artículos 2452 del Código Civil y 554-3 del Código de Procedimiento Civil), ora porque la prenda se haya constituido por “un tercero cualquiera que hace este servicio al deudor”, como lo permite el ya citado artículo 2413 del Código Civil.
En este orden de ideas, no hay ninguna razón de índole legal que pueda invocarse para exigir que las pretensiones de la demanda sobre la que se resuelve debieran “clarificarse”, y más si no se señala de manera clara y concreta de qué forma debía hacerse, sólo porque los demandados, incluida la sociedad que figura como deudora en el título valor, limitaron hasta determinadas sumas de dinero las garantías prendarias que otorgaron a Sufinanciamiento S.A. por los créditos adquiridos por aquélla, pues además lo que debe tenerse presente que no hay lugar a entender que sólo porque la orden de pago se imparta de manera general en contra de todos los demandados por una suma de dinero determinada, cada uno de ellos está siendo compelido a pagar, en forma individual, esa cantidad.  Obviamente, la forma de hacer efectiva esa orden será determinada en el curso del proceso por la naturaleza de la obligación adquirida y por los términos en que cada ejecutado se obligó.  En cuanto lo primero, si la obligación es solidaria o no, por ejemplo; y lo segundo, si se limitó al momento de otorgar la garantía real, como aquí ocurrió.
Ahora, como tampoco resulta admisible que se pidan aclaraciones respecto de una obligación que de manera clara y expresa consta en el título ejecutivo, como ocurre con la suma de dinero que por concepto de intereses de plazo y de mora causados y no pagados se obligaron a pagar los demandados al suscribir el pagaré 1048801, y ya serán estos últimos los que podrán plantear algún reclamo si lo tienen por la vía de las excepciones, la conclusión que se impone es que la demanda fue mal inadmitida y peor rechazada, por lo que se revocará el auto apelado y en su lugar se librará el mandamiento de pago en los términos pedidos pues, de un lado, la misma se advierte ajustada tanto a las exigencias formales que de carácter general debe cumplir como a las especiales que le corresponden y, del otro, el título valor presentado también se ajusta a los requerimientos de los artículos 621 y 709 del Código de Comercio y 488 del Código de Procedimiento Civil.
El a quo dispondrá en su debida oportunidad lo que corresponda para la práctica de las medidas cautelares pedidas, puesto que al no estar ellas comprendidas en el ámbito de la apelación no tiene competencia el Tribunal para pronunciarse al respecto.

A mérito de lo dicho, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, REVOCA el auto de 29 de abril pasado proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito en este ejecutivo con acción mixta y, en su lugar,

RESUELVE

Primero: LIBRAR mandamiento de pago a favor de la Compañía de Financiamiento Comercial Sufinanciamiento S.A. y en contra de la sociedad Reencauchadora de Occidente Limitada y los señores Ernesto Rafael Burgos Dávila, Jorge Alberto Salazar López, Carlos Arturo García Orrego, Jorge Iván García Orrego y Edsel David Londoño Acuña, por las siguientes cantidades:

A. La suma de setenta y tres millones setecientos treinta y cuatro mil veintinueve pesos con 17/100 ($73.734.029,17)  como capital representado en el pagaré Nº 1048801.

B. Por los intereses de mora sobre la anterior suma de dinero, causados desde el 4 de febrero de 2009 y hasta cuando el pago se produzca, a la tasa máxima legal certificada por la Superintendencia Financiera de Colombia  para el momento de la liquidación del crédito o del pago.

C. Por la suma de tres millones setecientos treinta mil noventa y ocho  pesos con 19/100 ($3.730.098,19) por concepto de intereses remuneratorios y moratorios causados hasta la fecha de vencimiento del título valor y no pagados, contenida en el pagaré Nº 1048801.
Segundo: En el momento procesal oportuno se resolverá lo que corresponda en relación con las costas de la ejecución y con el límite que los ejecutados Jorge Alberto Salazar López, Carlos Arturo García Orrego, Jorge Iván García Orrego y Edsel David Londoño Acuña pactaron al momento de constituir la garantía prendaria que en este proceso se está haciendo valer.
Tercero: Notifíquese este auto a los demandados en la forma indicada en los artículos 315 a 320 y 330 del Código de Procedimiento Civil, advirtiéndoles que disponen del término de cinco (5) días para pagar la obligación por la que se les ejecuta o de diez (10) para proponer excepciones de mérito (artículos 498 y 509 ibídem).
Sin costas en razón de lo dispuesto por el numeral 2 del artículo 392 y porque no aparecen causadas a favor de los demandados.
Cópiese y notifíquese
Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López 

Claudia María Arcila Ríos
(con salvamento parcial de voto)
Gonzalo Flórez Moreno
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